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a transformación digital del país requiere no 

solo visión estratégica, sino también mar- 

cos institucionales sólidos que aseguren que 

las inversiones, especialmente aquellas con 

componente público, se ejecuten con opor- 

tunidad y responsabilidad. La experiencia 

reciente con los retrasos en el despliegue del 

5G y la Red de Fibra Óptica Nacional ha puesto a prueba 

la capacidad del Estado para fiscalizar, exigir cumpli- 

miento y resguardar los intereses 

de largo plazo en conectividad. 

El reciente fallo del Ciadi, que 

rechazó la demanda de WOM contra el 

Estado chileno, despejó el camino para 

que la autoridad actúe con mayor deci- 

sión. Ya no se trata solo de resolver un 

conflicto contractual, sino de reafirmar 

que los compromisos adquiridos en 

procesos licitatorios, especialmente cuando involucran subsi- 

dios estatales, deben cumplirse sin ambigiúedades. 

El desafío es avanzar desde la sanción puntual hacia el for- 

talecimiento estructural de las políticas públicas en materia 

de infraestructura digital. En este escenario, pueden deli- 

nearse al menos tres líneas de acción: mejorar los sistemas de 

seguimiento y control de avances de proyectos adjudicados; 

dotar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones de mayor 

autonomía técnica y capacidad de reacción oportuna; y revisar 

los incentivos y mecanismos contractuales para corregir a 
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OPORTUNIDADES REGULATORIAS 
EN INFRAESTRUCTURA DIGITAL 

El país necesita reglas claras, 
cumplimiento efectivo y un 

marco institucional que combine 
certezas jurídicas con exigencia 

de resultados. 
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Lo ocurrido no solo ha tenido efectos técnicos, sino también 

económicos: numerosos proveedores regionales han sido 

afectados por los incumplimientos, dañando la confianza 

empresarial y afectando el dinamismo de ecosistemas locales. 

Esto debiera preocupar especialmente en un momento en que 

se busca fortalecer la inversión privada en regiones. 

El país necesita reglas claras, cumplimiento efectivo y un 

marco institucional que combine certezas jurídicas con exigencia 

de resultados. Y esa tarea exige un Estado firme, ágil y confiable. 

Junto a ello, también es necesario 

abordar los procesos de reorganiza- 

ción judicial, ante la posibilidad de 

que puedan utilizarse como manio- 

bras deliberadas para evitar sanciones 

y reestructurar una operación sin 

consecuencias, con el fin de mante- 

ner artificialmente una posición de 

mercado. Una situación de este tipo 

tendría impactos institucionales y competitivos. Una solución 

es explorar alternativas que vayan más allá de la multa y pro- 

muevan un beneficio directo para los usuarios y el ecosistema 

digital. No como un perdonazo, sino como compensación 

funcional que no exima de responsabilidades y que permita al 

país recuperar parte del valor público comprometido. 

Chile está frente a una disyuntiva estratégica: permitir que 

los incumplimientos se resuelvan en tribunales sin efectos 

prácticos, o aprovechar esta coyuntura para rediseñar su polí- 

tica de infraestructura digital desde una lógica de responsabi- 

tiempo y no solo castigar a posteriori. 
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Stock options: 
combustible para 
escalar empresas 
medianas 

magínese que cada decisión de un eje- 

cutivo de una empresa mediana le duela 

o motive tanto, como a sus dueños. Eso 

logran los planes de stock options bien 

diseñados: convierten ejecutivos en socios, 

fortaleciendo la productividad, retorno y 

resiliencia de la empresa. 

La evidencia es contundente. Un metaa- 

nálisis con más de 100 estudios y casi 57 

mil empresas involucradas, muestra que la 

propiedad accionaria de empleados impac- 

ta positivamente el desempeño financiero. 

Más aún, dos tercios de los estudios revisa- 

dos reportan mejoras claras en utilidades y 

flujos de caja operativos, y solo un décimo 

muestra relaciones negativas. 

Cuando la remuneración variable 

depende del valor de las acciones, los 

ejecutivos adoptan el horizonte del due- 

ño, evalúan proyectos con una genuina 

mirada de largo plazo, tienen incentivos 

a fortalecer el gobierno corporativo y a 

lidad y eficiencia. 

construir procesos resilientes. Esto reduce 

la dependencia crítica de personas especí- 

ficas, minimizando el llamado key-person 

risk, costoso y frecuente en empresas 

medianas. 

Sin embargo, implementar un plan 

efectivo no es trivial: implica resolver la 

cuadratura del círculo. Primero, que los 

accionistas originales cedan participa- 

ción porque confían en que un porcentaje 

menor valdrá más que el total actual. 

Segundo, las acciones deben ofrecerse a 

un precio accesible, es decir, que bonos y 

repartos de utilidades tengan una magni- 

tud tal, que hagan factible la suscripción 

de acciones y que esa oferta no sea solo 

teórica. Tercero, la propuesta de inversión 

alos ejecutivos debe ser atractiva, con un 

retorno potencial significativamente su- 

perior a otras alternativas del mercado con 

menor riesgo y mejor diversificación. 

“En un mercado laboral híper competrtivo y con capital 
cada vez más selectivo, convertir a los líderes en 
socios es una forma eficiente y efectiva de comprar 
crecimiento”. 

Además, existen decenas de normas y 

factores prácticos importantes que definir: 

el período mínimo antes de suscribir 

acciones, cuánto tiempo debe pasar antes 

de poder venderlas, cláusulas claras sobre 

salidas voluntarias o despidos, garantías 

de liquidez y cláusulas anti-dilución. Un 

reglamento bien diseñado es clave para 

evitar que lo que debería ser un incentivo 

se transforme en un enredo poco atractivo. 

Por último, está la decisión sobre quién 

participa del plan. Partir por la plana 

gerencial con un número acotado de 

ejecutivos, suele ser lo más recomendable 

para consolidar el mecanismo y construir 

una cultura acorde, antes de expandirlo 

eventualmente hacia mandos medios con 

potencial, e incluso, toda la organización. 

Escalar empresas medianas y que ellas 

se transformen en grandes compañías, es 

un desafío que tiene en el centro la atrac- 

ción y retención de talento, tanto como la 

consolidación de gobiernos corporativos, la 

profesionalización de procesos y dismi- 

nuir la dependencia de sus fundadores. 

Disminuir el riesgo de esas corporaciones 

nacientes pasa por alinear y eficientar 

organizaciones para que sean capaces de 

operar a gran escala. 

En un mercado laboral híper competi- 

tivo y con capital cada vez más selectivo, 

convertir a los líderes en socios es una 

forma eficiente y efectiva de comprar 

crecimiento. Y, como accionista original, 

ceder participación para construir una 

empresa mucho más valiosa siempre será 

un excelente negocio.   

TRIBUNA LIBRE 

2 PAVEL ÁLVAREZ 
o ASOCIADO SENIOR DE 

BARROS 8 ERRÁZURIZ 
     

  

y 

Factores tras el abuso de 
las denuncias de tutela 

1 último informe del Observatorio Judicial revela un fenómeno 

que debería preocupar a la sociedad en su conjunto: el explosi- 

vo aumento de las acciones de tutela por supuesta vulneración 

de derechos fundamentales. Entre 2017 y 2024, las denuncias 

anuales pasaron de 7.643 a 18.038, con un crecimiento especial- 

mente acelerado en los últimos años. Sumaron 11.671 en 2022; 

15.056, en 2023; y más de 18.000, en 2024. Sin embargo, cuando se 

analiza el fondo de la situación, se observa que la mayoría de los 

casos -tres de cada cuatro- es rechazada por los Tribunales. 

En este escenario vale preguntarse qué puede haber contribuido 

a esta dinámica, que más que una protección a los trabajadores 

genera una sobrecarga para el sistema judicial y los empleado- 

res. En primer lugar, la Ley que regula el procedimiento de tutela, 

facilita la presentación de denuncias al atenuar la carga probatoria, 

exigiendo solo indicios de la vulneración. A su vez, las sanciones 

previstas incentivan la demanda como medio de presión, pues, 

además, de contemplar estímulos económicos (por ejemplo, 6 a 11 

remuneraciones adicionales), existen otras con efectos relevantes 

para las empresas. Entre estas, hasta diciembre de 2024 rigió en 

forma automática una sanción fue fuertemente cuestionada por 

su desproporción: la exclusión de participar en licitaciones con el 

“La sobre judicialización 
agota los recursos 
de la justicia y de los 
empleadores, y abre el 
riesgo de banalizar la 
gravedad de los casos 
genumos”. 

Estado. Fue necesaria una 

modificación legal (Ley 

21.634), para atenuar esa 

consecuencia excesiva, 

tras lo cual hoy existen 

criterios para que el juez 

pondere la aplicación de 

dicha inhabilidad. 

En segundo lugar, la 

amplitud de ciertos cri- 

terios judiciales también 

contribuye. Algunos fallos 

han permitido acumular la indemnización por daño moral con 

la indemnización especial de la tutela, a pesar de la controversia 

doctrinaria sobre si el daño moral ya está incluido en la sanción 

especial de 6 a 11 remuneraciones. 

Asimismo, la excesiva regulación legal actual, impulsada por un 

legislador que busca proteger los derechos fundamentales, también 

ha tenido un efecto contraproducente. Un ejemplo es la Ley Karin, 

que ha generado más de 14.000 denuncias, de las cuales el 70% no 

resultan en la constatación de vulneraciones, según la Dirección del 

Trabajo. 

¿Y quién se lleva la peor parte en gestión y costos? Las PYME. 

Un balance de la empresa BUK, de julio pasado, revela que el sector 

registra una tasa de denuncias que casi duplica la de las grandes 

empresas. 

Si bien los trabajadores deben contar con mecanismos de protec- 

ción, la sobre judicialización no solo agota los recursos de la justicia 

y de los empleadores; sino que también abre el riesgo de banalizar 

la gravedad de los casos de tutela genuinos. Es de esperar que el 

legislador laboral atenúe la excesiva regulación y considere, por 

ejemplo, la posibilidad de un examen de admisibilidad estricto para 

revisar la viabilidad de llevar a juicio un caso de tutela. 
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